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PROPUESTA DE ORGANIZACIÓN DE TEMAS PARA LA NEGOCIACIÓN DEL PROYECTO DE CONVENCIÓN, TOMANDO EN CONSIDERACIÓN LAS OBSERVACIONES RECIBIDAS

(Presentado por la presidencia)

El presente documento está dividido en tres partes, la primera lista las observaciones recibidas al Proyecto de Convención; la segunda organiza dichas observaciones por temas; y la tercera contempla un listado de los párrafos pendientes de aprobación. Este esquema fue utilizado como base para organizar las actividades del Grupo de Trabajo, a fin de facilitar la negociación formal del Proyecto de Convención. En este sentido, el Proyecto de Plan de Trabajo contempla las fechas y temas a ser considerados en cada reunión.

I. OBSERVACIONES RECIBIDAS
A. Opinión del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos sobre las cláusulas finales del Proyecto de Convención Interamericana sobre los derechos humanos de las personas mayores, CP/CAJP/INF.198/13
B. Comentarios de la Secretaría de Asuntos Jurídicos al Proyecto de Convención Interamericana sobre los derechos de las personas mayores, CAJP/GT/DHPM/INF-19/13
C. Nota de la Misión Permanente del Uruguay remitiendo memorándum de fecha 5 de junio y memorándum de fecha 8 de junio de 2013, respectivamente, y otros comentarios del Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos del MERCOSUR argumentando la posición respecto a varios aspectos del Proyecto de Convención Interamericana de derechos humanos de las personas mayores, CAJP/GT/DHPM-95/13 rev. 1
D. Comentarios de organizaciones de la sociedad civil al Proyecto de Convención Interamericana sobre los derechos de las personas mayores, CAJP/GT/DHPM/INF-20/13
E. “Perspectiva de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos (OEA)” con respecto al Proyecto de Convención Interamericana sobre los derechos humanos de las personas mayores, CAJP/GT/DHPM-114/13
II. TEMAS CON OBSERVACIONES
A. Consentimiento previo e informado

Artículo 2 – Definiciones, según los documentos B,  C y E, la regulación del consentimiento previo e informado debe quedar reservada para las intervenciones médicas. Fuera de este ámbito específico, la persona adulta está suficientemente resguardada si se la considera como una persona independiente y autónoma y se le reconoce la capacidad jurídica en igualdad de condiciones respecto del resto de la población, tal y como hace el Proyecto de Convención en el artículo 32. Una definición de consentimiento informado con un alcance tan amplio como el contenido en el actual proyecto de Convención, propicia la confusión de conceptos y de alguna manera priva a la persona mayor de la posibilidad de tomar decisiones de manera autónoma e independiente como lo hace cualquier individuo. Al solicitar que la persona mayor preste consentimiento sobre un determinado curso de acción, la decisión ya no es de ella estrictamente sino que se desplaza al médico u otra persona con saber técnico. Más allá del ámbito médico, el resto de las cuestiones deberían ser consideradas como parte del derecho a la independencia y autonomía (artículo nuevo después del 7), que presupone el ejercicio de la capacidad jurídica en igualdad de condiciones que las demás personas (eventualmente con un sistema de apoyo), tal y como se establece en el artículo 32 del borrador de Convención y con las garantías previstas en dicho artículo. Este enfoque, además, reforzaría el estándar logrado sobre autonomía y capacidad jurídica en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En este sentido, ambos documentos sugieren la siguiente redacción

Consentimiento previo e informado: Decisión voluntaria, libre y expresa de la persona mayor en relación a cualquier decisión, tratamiento, o intervención médica que afecte su integridad, dignidad o bienestar, luego de recibir información adecuada, disponible sobre bases no discriminatorias, de forma accesible y presentada de manera comprensible de acuerdo a su identidad cultural, y sus necesidades de comunicación, incluyendo la gama de opciones existentes, sus riesgos y beneficios, así como la libertad de revocar dicha decisión, sin que esto entrañe desventaja o perjuicio alguno.

Respecto de los abusos patrimoniales contra las personas mayores que preocupa a varios estados, se entiende que los mismos quedarían resguardados por el último párrafo del artículo 32 que reza: (Si se deseara reforzar esta protección patrimonial, podría incluirse la frase que se sugiere en negritas).


Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas, incluyendo la información necesaria,  para garantizar el derecho de la persona mayor, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las persona mayor no sea privadas de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 10 - Derecho a brindar consentimiento previo e informado (Quinto párrafo)
El documentos B) recomienda el agregado de la palabra “anticipada” en este párrafo. En efecto el objetivo de la inclusión de este párrafo originalmente fue el permitir la posibilidad de que el consentimiento previo pudiese ser manifestado incluso con antelación al acontecimiento o circunstancia que motivara su prestación (véase al respecto el documento   CAJP/GT/DHPM-37/12 add. 9 rev. 1, de fecha  4 de abril de 2013. Esta expresión de voluntad deberá ser hecha dentro de los límites de las legislaciones internas, de la ética médica y del derecho internacional de los derechos humanos como indica el párrafo.
Los Estados Partes establecerán un proceso a través del cual la persona mayor pueda manifestar de manera expresa su voluntad anticipada y preferencias respecto de las intervenciones en materia de atención de la salud, incluyendo al final de su vida, dentro de los límites de la ley, de la ética médica y del derecho internacional de los derechos humanos. Esta voluntad podrá ser expresada, modificada o ampliada en cualquier momento por la persona mayor, a través de instrumentos jurídicamente vinculantes, entre otros. 
Artículo 10 – Derecho a brindar consentimiento previo e informado (sexto, séptimo y octavo párrafo); en los documentos B y C, se sugiere la eliminación de estos párrafos puesto que en todos los demás derechos que no se refieran a intervenciones médicas debe regir la autonomía de la voluntad de la persona mayor, es decir que la persona mayor debe adoptar una decisión autónoma en ejercicio de su capacidad jurídica. Para los casos en que la persona mayor no pueda tomar la decisión de manera completamente autónoma, se debe apelar al sistema de apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica, según lo previsto en el esquema de la Convención (artículo 32).

Artículo 19 – Derecho de propiedad (tercer párrafo); por lo expuesto anteriormente, se sugiere también la eliminación de este párrafo que requiere el consentimiento previo e informado de la persona mayor para los actos de disposición patrimonial.

Artículo nuevo (luego del artículo 10) – Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo (párrafo adicional), en línea con el razonamiento de que todos los actos que no se refieran a temas médicos deben regirse por la autonomía de la voluntad de la persona mayor en ejercicio de su capacidad jurídica de acuerdo al artículo 32, se sugiere incluir como párrafo segundo la siguiente redacción de acuerdo a los documentos B y C.

El ingreso de la persona mayor a una residencia de larga estadía, así como su permanencia y egreso estarán sujetos a la decisión libre y autónoma de la persona mayor. En esta materia, el ejercicio de la capacidad jurídica se regirá por lo establecido en el artículo 32 de la presente Convención. 

Artículo 33 – Garantías judiciales (últimos tres párrafos); se recomienda la eliminación de estos párrafos, a fin de evitar una contradicción con los artículos 14, 12 y 25 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de las Naciones Unidas (observaciones documento D), tomando en cuenta el razonamiento de que en lo referente al ingreso, permanencia y egreso de los servicios de cuidado de largo plazo debe regir la autonomía de la voluntad de la persona mayor.
Artículo nuevo (luego del artículo 7) – Derecho a la independencia y a la autonomía (primer párrafo); de acuerdo a los documentos C, se sugiere sustituir la frase “de manera directa o por delegación” por la frase “de acuerdo a lo estipulado en el artículo 32 de la presente Convención”; debido que en este artículo se establece el modelo de ejercicio de la capacidad jurídica con o sin apoyo según sea necesario. 

B. Derecho a la independencia y a la autonomía
Artículo nuevo (luego del artículo 7) – Derecho a la independencia y a la autonomía (párrafos adicionales); según documentos B, C y D, se sugiere complementar este artículo con los estándares que surgen del artículo 19 (derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad) de la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU que hacen hincapié en el derecho a vivir en la comunidad y a elegir el lugar de residencia, dónde y con quién vivir, y evitar el aislamiento y la separación de la comunidad, etc. En efecto el derecho a decidir donde y con quien vivir trasciende el derecho a la vivienda y se relaciona más estrechamente con el derecho a la autonomía, es decir no puede decirse que tenga autonomía una persona que se ve obligada a vivir con un arreglo de vida específico que no eligió. 

En este sentido, se recomienda incluir luego del segundo párrafo de este artículo el artículo 19 de la Convención de la ONU:
“Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad de condiciones de todas las personas mayores a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho por las personas mayores y su plena inclusión y participación en la comunidad, asegurando en especial que:
a) Las personas mayores tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida específico;

b) Las personas mayores tengan acceso a una variedad de servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta;

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las personas mayores y tengan en cuenta sus necesidades”.

Asimismo, respecto de este artículo en el documento E la CIDH observa que en algunos artículos del proyecto de Convención Interamericana sobre los Derechos Humanos de las Personas Mayores hacen referencia a la obligación de los Estados de adoptar medidas especiales de protección debido a que las personas mayores podrían encontrarse en una “situación de vulnerabilidad”
. La CIDH y otros órganos internacionales dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos han dedicado atención específica a la discriminación histórica para referirse a grupos cuya desigualdad fáctica, frente al resto de la población, les hace más susceptibles a ser objeto de ciertos patrones de violaciones a derechos humanos. Lo anterior, en aras de no sugerir que dichos grupos se encuentran en una condición ontológica de vulnerabilidad, sino sometidos a coyunturas y estructuras sociales histórica e ideológicamente construidas que conllevan a la vulneración de sus derechos. La Comisión recomienda que se reflexione sobre la pertinencia de no asociar la definición de vejez a la de vulnerabilidad en si misma, sino limitar dicho calificativo a aquellas situaciones en las que condiciones particulares de la persona mayor (v.g., discapacidad física, mental o intelectual y falta de acceso a necesidades básicas, entre otras) les exponen a factores adicionales de riesgo de violación a derechos humanos. En este sentido se propicia eliminar de los dos primeros párrafos las frases “aún en condiciones de vulnerabilidad” y “teniendo en cuenta su situación de vulnerabilidad”
C. Diseño universal y accesibilidad física
Nuevo artículo (antes del artículo 22)  – Derecho a la accesibilidad y a la movilidad personal (párrafos adicionales); de acuerdo a los documentos B, C y D, se sugiere incorporar, luego del último párrafo de este artículo, el artículo 9 de la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las Personas con discapacidad, el cual se corresponde con las acciones consensuadas por los Estados Miembros de la OEA cuando adoptaron el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) en la Resolución AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07).

El artículo 9 de la Convención de Discapacidad de la ONU es mucho más específico y tiene un alcance mayor que el artículo sobre el tema previsto en el proyecto de Convención. Se trata de un punto tan importante y de similar relevancia para las personas discapacitadas y las adultas mayores, en particular para las personas con movilidad reducida o con alguna discapacidad, que conviene fijar los mismos estándares entre las dos convenciones.

 A fin de que las personas mayores puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas mayores, en particular de aquellas con movilidad reducida o con alguna discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emergencia. 

2. Con el objeto de garantizar que las personas mayores, en particular aquellas con movilidad reducida o con alguna discapacidad, puedan vivir en forma independiente y plena, los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso público; 

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su accesibilidad para las personas mayores; 

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas mayores; 

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas mayores para asegurar su acceso a la información; 

g) Promover el acceso de las personas mayores a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; 

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al menor costo”. 

Por último, de acuerdo al documento C, se sugiere subsecuentemente agregar un literal sobre “la accesibilidad” de la persona mayor en el artículo 3 referido a los principios generales. 

D. Garantías judiciales
Artículo 33 – Garantías judiciales (segundo párrafo); de acuerdo a los documentos B y C, se entiende que hablar de “ajustes de procedimiento” resulta muy genérico y que dicha mención no incluye necesariamente “el máximo de la diligencia debida y plazos razonables en la tramitación de cualquier causa administrativa o judicial”. La Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8 establece la necesidad de garantizar los plazos razonables en la tramitación de cualquier causa administrativa o judicial y la Convención de Belem do Pará en su artículo 7.b establece el deber de “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer”. 

Este tema ha sido desarrollado por distintos órganos internacionales que velan por la promoción y protección de los derechos de las mujeres, y debe necesariamente tomarse en consideración al abordar este punto con relación a la situación que padecen otros grupos sociales, como en este caso las personas mayores.

El principio de debida diligencia demanda un comportamiento particular de las autoridades públicas. El SIDH ha remarcado que el deber que tienen los Estados de actuar con la debida diligencia frente a las violaciones de los derechos humanos comporta cuatro obligaciones: la prevención, la investigación, la sanción y la reparación de las violaciones de los derechos humanos.

Es decir, el deber de debida diligencia es más amplio que la garantía de debido proceso, ya que incluye otro tipo de medidas que los Estados deben adoptar en pos de garantizar la protección de los derechos y la reparación en caso de violaciones.

Por lo anteriormente expuesto, se sugiere reemplazar el segundo párrafo del artículo 33 por el siguiente párrafo:

“Garantizar el máximo de la diligencia debida y plazos razonables en la tramitación de cualquier causa administrativa o judicial en la que sea parte una persona mayor.

En línea con estos fundamentos el documento E establece:

Con relación a las obligaciones estatales en materia de acceso a la justicia, la CIDH observa que entre los deberes del Estado de actuar con debida diligencia, podrían considerarse comprendidas las medidas especiales de promoción de la igualdad y la erradicación de patrones sociales y culturales que favorecen la discriminación de personas mayores. Por ende, la CIDH considera apropiado que el Grupo de Trabajo sobre el presente Proyecto de Convención pueda analizar la conveniencia de la adopción de normas destinadas a facilitar o fomentar diversas políticas públicas o lineamientos de políticas que podrían emplearse con el objetivo de garantizar una atención judicial acorde con los derechos y necesidades específicas de las personas mayores.
E. Responsabilidad del estado y participación de la familia de acuerdo a la legislación interna
Artículo 3, Principios generales (literal o); de acuerdo a los documentos B, C y E, una formulación que incluyera al Estado y a la familia en pie de igualdad podría dar lugar a confusión respecto de la responsabilidad en el plano internacional que cabría a la familia. Si bien existen discusiones relativas a la responsabilidad en materia de derechos humanos de actores no estatales, las revisiones de los documentos B y C no han creído conveniente introducir esta discusión, relativamente compleja y aún no saldada, en esta  Convención. 
De acuerdo al documento E, la CIDH observa que la mención a la “corresponsabilidad del Estado, de la sociedad y las familias” para con las personas mayores, dista del léxico tradicionalmente empleado en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, bajo el cual la responsabilidad internacional por la violación de disposiciones de tratados en esa materia recae exclusivamente sobre Estados signatarios, y no así sobre particulares. En ese orden de ideas, se considera que las propuestas formuladas por el Grupo de Trabajo en el sentido de diferenciar la “responsabilidad de los Estados” de la “participación de la familia y comunidad” podría evitar confusiones sobre la atribución de responsabilidad internacional.
Se sugiere incluir esta formulación:

Responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna. 

Artículo 2 – Definiciones “Corresponsabilidad social”, según lo expuesto anteriormente, se sugiere eliminar esta definición

F. Mecanismo de seguimiento
Artículo 37 Presentación de informes periódicos; de acuerdo a los documentos B y C, los elementos más comunes de otras instancias de monitoreo son los siguientes:

· Dos instancias para el monitoreo que interactúen coordinadamente: el Comité de Expertos y la Conferencia de Estados Parte.
· El Comité de Expertos se compone de un número reducido de personas (como es el caso del Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador que lo componen 5 expertos) habida cuenta de que ya en la Conferencia de Estados Parte participan todos los Estados. La conformación de un Comité pequeño de expertos comprende dos grandes ventajas: (i) por un lado se facilitan las coordinaciones al momento de efectuar revisiones técnicas a documentos o realizar el seguimiento de cualquier iniciativa, tomando en cuenta que en buena parte de tiempo el Comité debe trabajar a distancia, y (ii) por otro lado,  un grupo reducido de expertos aminora considerablemente los costos de funcionamiento del Comité, especialmente aquellos derivados de la celebración de  reuniones.
· Respecto al Comité de Expertos, el documento C recomienda constituir un grupo de expertos independientes como en el caso del Comité de Naciones Unidas  por las siguientes razones: (i) primeramente para evitar cualquier tipo de conflicto de interés en el proceso de evaluación de los informes nacionales, (ii) para evitar el riesgo de revocaciones de nombramientos sobrevenidas que suceden comúnmente si el experto gubernamental deja de ocupar el cargo público por el cual fue designado, lo cual genera a la postre interrupciones en la continuidad de las tareas y (iii) para obtener una mayor receptividad de las organizaciones de la sociedad civil que, por ejemplo en el caso de discapacidad, han manifestado reiteradamente su preferencia para que la instancia de evaluación de la Convención Interamericana CIADDIS sea conformada por expertos independientes.
· Los criterios para la selección de los expertos debiesen ser invariables: (i) alta integridad moral (ii) sólidos conocimientos en los temas que aborda la Convención y (iii) reconocida experiencia en la materia. 

En el documento E la CIDH considera que la creación de un Grupo de Trabajo con el mandato de examinar la progresividad de los derechos protegidos en la Convención Interamericana sobre los Derechos Humanos de las Personas Mayores puede favorecerse de los aprendizajes recogidos a lo largo de la creación del Grupo de Trabajo Especial para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador en junio de 2007
, así como de los procedimientos para la presentación de tales informes, establecidos en junio de 2011
.
G. Disposiciones generales del Proyecto de Convención (últimos 7 artículos)

Artículo 39 – Firma, ratificación, entrada en vigor (todos los párrafos); según el documento A, se recomienda incluir la palabra “presente” antes de Convención. Igualmente, se sugiere mover a este artículo el párrafo adicional que se encontraba en el artículo 40; “La presente convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. 
Este párrafo permite la adhesión de cualquier estado no miembro de la OEA, siendo consistente con lo utilizado tradicionalmente en el sistema interamericano en el que solo los Estados Miembros firman y los no miembros adhieren.

Artículo 40 - Adhesión, según el documento A y luego de mover el párrafo alternativo al artículo 39, se sugiere eliminar este artículo

Artículo 43 - Notificación del Secretario General, de acuerdo al documento A, siguiendo la práctica en el sistema interamericano se sugiere dejar como título la palabra “notificación”, y en la parte sustantiva referirse a la Secretaría General, por la tanto se propone eliminar la expresión “del Secretario General” en el título. 

Por una cuestión de tipo formal se propone al final del artículo 43 incluir la expresión “que se hubiesen realizado” en lugar de hubiese.
La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que se hubiesen realizado.
Artículo 45 - Enmiendas (párrafos primero y segundo); según el documento A, se sugiere reemplazar los dos párrafos del artículo 45 por el párrafo del artículo XI de la Convención Interamericana sobre transparencia en adquisiciones de armas que describe los procedimientos de enmienda de manera detallada.
Cualquier Estado Parte podrá presentar una propuesta de enmienda de esta Convención al depositario, el cual la dará a conocer a todos los Estados Partes. Previa solicitud de la mayoría de los Estados Partes, el depositario convocará, después de un lapso no menor de 60 días desde la fecha de tal solicitud, a una conferencia de los Estados Partes para que consideren la enmienda propuesta. Esta enmienda se adoptará si la aprueban los dos tercios de los Estados Partes presentes en la conferencia. La enmienda así adoptada entrará en vigor para cada Estado Parte que la ratifique, la acepte, la apruebe o adhiera a ella 30 días después de que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado los respectivos instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de la enmienda, o de adhesión a la misma. Posteriormente, tal enmienda entrará en vigor para cualquier otro Estado Parte 30 días después de que dicho Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la enmienda, o de adhesión a la misma.
III. PÁRRAFOS EN CONSIDERACIÓN
Preámbulo 

· Párrafo Noveno

Artículo 5 - Deberes generales de los estados partes

· Literal d, de acuerdo a fundamentos del documento E y según indica el documento C, se sugiere reformular el primer “bullet” de este literal de acuerdo al artículo 4.2 de la Convención de Discapacidad. A continuación la reformulación propuesta: 

d. Adoptarán medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y cuando sea necesario, mediante la cooperación internacional, para lograr: (Aprobado el 28 de enero de 2013)
· “De manera progresiva, el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional”

· Literal nuevo (a ser incluido como literal f)

Artículo nuevo (luego del artículo 10) - Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo

· Literal e, de acuerdo al documento C, este literal podría ser eliminado dado que el ejercicio de la libertad ambulatoria queda resguardado en el inciso “a”

Artículo 11 - Derecho a la libertad personal, este artículo está pendiente de aprobación. Respecto al séptimo y octavo párrafo, de acuerdo al documento C se sugiere su eliminación por estar contenidos en los párrafos anteriores.

Artículo 12 - Derecho a la libertad de expresión y de opinión y al acceso a la información, este artículo está pendiente de aprobación..

Artículo 13 - Derecho a la nacionalidad y a la libertad de circulación, este artículo está pendiente de aprobación.
Artículo 14 - Derecho a la privacidad y a la intimidad, este artículo está pendiente de aprobación.
Artículo 15 - Derecho a la seguridad social, [PER: a un nivel de vida digno] y al cuidado, este artículo está pendiente de aprobación, excepto el tercer párrafo el cual fue aprobado el 1 de marzo de 2013.

Artículo 16 - Derecho al trabajo, este artículo está pendiente de aprobación, excepto el penúltimo párrafo el cual fue aprobado el 4 de diciembre de 2012.

Artículo 17 - Derecho a la salud, este artículo está pendiente de aprobación, excepto el primer párrafo y el literal m, los cuales fueron aprobados el 4 de diciembre de 2012 y el 1 de marzo de 2013, respectivamente.

Artículo 18 - Derecho a la educación, este artículo está pendiente de aprobación.
Nuevo artículo 19 - Derecho a la cultura, este artículo está pendiente de aprobación.
Artículo 19 - Derecho de propiedad, pendiente la aprobación del título. (Ver en el acápite sobre consentimiento previo e informado la recomendación de eliminar el tercer párrafo de este artículo, según lo expresado en los documentos B y C)
Artículo 20 - Derecho a la vivienda [SLV: y a un medio ambiente sano], pendiente la aprobación del título

Nuevo artículo - Derecho a un medio ambiente sano, pendiente la aprobación del título.

Artículo 21, pendiente eliminación, el 27 de febrero de 2013, se acordó eliminar los párrafos de este artículo por estar contenidos en el artículo 15.

Artículo 22 - Derecho a la participación e integración comunitaria, pendiente el último párrafo

Nuevo artículo – Libertad de Asociación y Reunión; este artículo está pendiente de aprobación, excepto el literal nuevo el cual fue aprobado el 28 de febrero de 2013.

Artículo 24, el 11 de febrero de 2013, se acordó mover los párrafos de este artículo a un nuevo artículo 19, titulado “Derecho a la cultura”.
Artículo 25 - Derecho a la recreación, al esparcimiento y al deporte, este artículo está pendiente de aprobación.

Artículo 31 - Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias, este artículo está pendiente de aprobación, excepto el primer párrafo.

Artículo 33 - Garantías judiciales, Pendiente aprobar el quinto párrafo. (Ver en el acápite sobre consentimiento previo e informado la recomendación de eliminar los tres últimos párrafos de este artículo)


Artículo 34 - Garantías judiciales de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo, durante las negociaciones del 16 y 19 de abril de 2013, se acordó la conveniencia de eliminar este artículo por estar contenido en el artículo 33.
Artículo 35 - Protección judicial, durante las negociaciones del 16 y 19 de abril de 2013, se sugirió eliminar este artículo por estar contenido en el artículo 33.

Artículo 36 – Toma de conciencia, este artículo está pendiente de aprobación.
Artículo nuevo Conferencia de Estados Partes, este artículo está pendiente de aprobación.

Artículo 37 - Presentación de informes periódicos, este artículo está pendiente de aprobación.

Artículo 39 - Firma, ratificación, entrada en vigor, este artículo está pendiente de aprobación.

Artículo 41 – Reservas, este artículo está pendiente de aprobación.

Artículo 42 - Denuncia, este artículo está pendiente de aprobación.
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�.	Véase, por ejemplo, artículo nuevo (Derecho a la Independencia y autonomía), página 11.  


�.	Véase Resolución de la Asamblea General AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07), disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2007sp/ANEXO.4.RESOLUCIONES.pdf" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2007sp/ANEXO.4.RESOLUCIONES.pdf�.


�.	Véase Resolución de la Asamblea General AG/RES. 2713 (XLII-O/12), disponible en � HYPERLINK "http://scm.oas.org/42AG/Documentos/VOL_SPA.doc" �http://scm.oas.org/42AG/Documentos/VOL_SPA.doc�.  






